Sentencia de Tutela- Primera Instancia

Radicación No.: 660012204003 2010 00080 00

 Accionante: Carolina Restrepo Villa  

Decisión: No tutelar 


[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR 
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Aprobado según Acta No. 439

   Radicación No. :   660012204003 2010 00080 00

   Accionante:          Carolina Restrepo Villa

          Accionados:         Juzgado Segundo Penal Municipal y Juzgado Penal del  Circuito de Dosquebradas

          Asunto: 
   Tutela contra sentencia de tutela

ASUNTO

En virtud de impedimento de uno de los magistrados, esta Sala Dual decide lo pertinente en relación con la acción de tutela formulada por la ciudadana Carolina Restrepo Villa, contra el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, a la cual se vincularon el Juzgado Segundo Penal Municipal y la junta de acción comunal del barrio Los Almendros de ese mismo municipio.

ANTECEDENTES 

Indicó la accionante que el Juzgado Penal del Circuito conoció en segunda instancia la acción de tutela que ella interpuso contra la junta de acción comunal del barrio Los Almendros de ese municipio, por considerar que le estaba vulnerando sus derechos fundamentales.

Pese a que los argumentos esbozados por la tutelante no son claros, de su lectura puede extraerse que  la inconformidad con  la cual  argumenta la vía de hecho en que en su sentir incurrió la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas en la decisión en mención, radica en haber determinado que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para resolver el conflicto planteado en la demanda y que por tanto debe ser tramitado por la justicia ordinaria. Igualmente que ella no se encontraba legitimada para  impetrar el amparo por no habitar en el aludido barrio.

Así mismo, en el hecho de que sin haberse practicado pruebas que desvirtuaran lo manifestado por ella, el juzgado haya considerado que la accionada no incurrió en vulneración por el hecho de no anunciar a los visitantes, pues si bien se les permite llamar por su propia cuenta, pero debido a que su abuela, quien le suministra el dinero para su manutención, no cuenta con línea telefónica, el proceder de la demandada ha ocasionado que pierda clientes y desde hace tres meses no le suministre dinero que habitualmente le daba, afectando con ello su mínimo vital  y el de su bebé, ya que se encuentra en estado de gravidez.

Finalmente solicitó que se le tutelara su derecho a la vida y se le ordene a los miembros de la junta de acción comunal del barrio abstenerse de impedir el acceso de clientes y visitantes de su pariente y de establecer cuotas de administración sin haber elaborado un reglamento de propiedad horizontal aprobado por los propietarios.

RESPUESTA

La Juez Penal del Circuito de Dosquebradas manifestó que a esa célula judicial le correspondió conocer en segunda instancia la acción de tutela impetrada por la señora Restrepo Villa, contra la junta de acción comunal del barrio Los Almendros de esa municipalidad, en virtud del recurso de apelación interpuesto por la actora frente a la decisión en la que el Juzgado Segundo Penal Municipal de esa localidad negó el amparo impetrado.

Indica que el pronunciamiento adoptado por ese despacho confirmó integralmente el fallo de primer grado, estudiando la legalidad tanto en lo referente al cerramiento como a la conformación de la junta de acción comunal del barrio Los Almendros, luego de lo cual concluyó que no es la acción de tutela el mecanismo idóneo para establecer un juicio de legalidad, sino que para tal fin se debía acudir a la justicia ordinaria, como en efecto ya había ocurrido, tal como lo demostró la entidad accionada. 

Menciona que otro punto analizado en la sentencia fue si la negativa de la junta de acción comunal de prestarle el servicio de vigilancia a aquellas personas que no pagan por el, vulneraba los derechos invocados por la tutelante, determinándose que su actuar se limitaba a suspender el servicio de vigilancia y todo lo que de él se deriva a quienes se encuentren en mora, mas no el acceso a sus domicilios como lo asegura la accionante, como tampoco se da la restricción de las visitas por el hecho de no anunciar a los visitantes, dado que éstos pueden llamar por su propia cuenta a los residentes para posteriormente ingresar.

Por último destacó el hecho de que la actora ya no habita en el barrio Los Almendros, por lo que no se entiende qué derechos se le pueden vulnerar, cuando no es titular de los mismos, toda vez que no se encuentra legitimada para interponer la demanda, ni tampoco se puede predicar que actuó como agente oficioso de su abuela, puesto que no se acreditaron los requisitos que se requieren para ello.

Concluye que la acción no debe prosperar, ya que no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno a la demandante y contrario a ello se le respetaron todas las garantías legales y constitucionales.

La Juez Segunda Penal Municipal de Dosquebradas vinculada de oficio a la presente actuación, manifestó que el 14 de abril del año en curso, le correspondió por reparto la acción de tutela interpuesta por la señora Carolina Restrepo Villa en contra de la junta de acción comunal del barrio Los Almendros de ese municipio, la cual fue radicada al No. 66170404000220100022 y admitida mediante proveído fechado el 15 del mismo mes, en el que se ordenó practicar pruebas y diligencias necesarias para adoptar la decisión de fondo, profiriendo fallo en el que se denegó por improcedente el mecanismo constitucional.

Agregó que la decisión fue debidamente notificada a las partes, siendo impugnada por la accionante y dentro del término legal remitida al superior funcional, el cual dictó sentencia confirmando la decisión de primera instancia y envió el expediente a la Corte para su eventual revisión.

Señala que la demanda de tutela fue tramitada de acuerdo con las normas legales y constitucionales y por consiguiente los planteamientos de la accionante carecen de fundamento, máxime que no se incurrió en la vulneración de garantías fundamentales, por tanto solicita que se declare improcedente.

El representante legal de la junta de acción comunal del barrio Los Almendros de Dosquebradas se pronunció sobre la demanda, señalando que son respetuosos de los derechos de los niños, sin embargo, considera que para la vulneración del mínimo vital invocada por la tutelante, debe tenerse en cuenta  que el artículo 411 del Código Civil no contempla que la abuela deba suministrar alimentos a su nieto.

Manifiesta que tal como lo dieron a conocer en la contestación de la demanda inicial, debido a la disyuntiva a la que los han sometido las autoridades administrativas de Dosquebradas, no ha sido posible la legalización del cerramiento y por tanto, su actividad comunal, social y económica, la sustentan en la ley 743 de 2002 que regula los órganos de acción comunal  y con base en el artículo segundo de la citada ley organizan el personal de vigilancia para el cuidado y seguridad de los bienes  y personas que integran la comunidad.

Menciona que de esa organización y de los pagos de vigilancia dependen 7 trabajadores y su núcleo familiar, los cuales son cotizantes y beneficiarios de la seguridad social y por ello cualquier retraso en el pago de las cuotas afectaría ostensiblemente la cartera  y el mínimo vital de sus trabajadores.

Agrega que los porteros tienen orden de ser muy respetuosos con todas las personas y en ningún momento restringen derechos sino servicios y aclara que en el registro de residentes figura el número telefónico 330 51 62 como correspondiente a la familia de la señora Carmelita Villa manzana 9 casa 16, abuela de la tutelante, con lo cual se desvirtúa lo manifestado por ella.

Solicita que no se acojan las pretensiones invocadas en la demanda, toda vez que no se acreditaron ni se reúnen los requisitos que ha establecido la Corte Constitucional para que sea procedente la acción de tutela por vías de hecho. Igualmente hace énfasis en que en los fallos de tutela tanto de primera como de segunda instancia se aplicaron las normas legales, se estudió el material probatorio aportado por esa junta para desvirtuar las afirmaciones de la accionante y se observó el procedimiento correspondiente.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

En esta Corporación está radicada la función para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, en el 37 del decreto 2591 de 1991 y en el primero numeral segundo del decreto 1382 de 2000.  

2. Problema Jurídico:

Le corresponde establecer a la Colegiatura si la acción de tutela interpuesta resulta mecanismo idóneo para atacar el fallo de tutela  dictado por el Juzgado Penal de Circuito de Dosquebradas el 3 de junio del presente año.

3. La improcedencia de la acción de tutela contra acciones de tutela. Reiteración de jurisprudencia

El máximo Tribunal en materia constitucional ha establecido que el mecanismo para confutar la decisión de un juez de tutela es la impugnación de la misma, si es de primera instancia, y su opcional revisión por parte de la Corte Constitucional:

“(…)Lo precedente resalta el valor jurídico que tienen las decisiones de tutela y lleva a concluir que no es posible la presentación de acciones de esa misma entidad contra fallos de tutela, los cuales al adquirir el carácter de cosa juzgada son inamovibles, una vez se ha tomado la decisión de no escoger el caso en la Sala de Selección. Igual ocurre cuando, de seleccionarse, se profiere la sentencia de tutela correspondiente, confirmando o revocando la providencia de instancia.

3.2. La Sala Plena de esta Corte, mediante la precitada sentencia SU-1219 de 2001, unificó la jurisprudencia referida a la imposibilidad de interponer acciones de tutela contra fallos de la misma naturaleza que han resuelto situaciones jurídicas previamente planteadas por esta misma vía
, reiterando además que la competencia para efectuar la revisión de los fallos proferidos por los jueces constitucionales es de carácter exclusivo y excluyente, de conformidad con lo que establece el artículo 86 de la Constitución Política.

Destacó adicionalmente que la improcedencia de la acción de tutela contra fallos de tutela, a la luz de la Carta Política, se justifica para: “i) hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales confiada por la Carta Política a todos los jueces y ii) garantizar el acceso efectivo a la justicia, toda vez que cierra la posibilidad de que el cumplimiento de las órdenes de tutela se dilate de manera indefinida, en cuanto garantiza a quien reclama sobre la protección constitucional que el asunto de la vulneración de sus derechos fundamentales será resuelto de una vez.”
 

De otro lado, procedió el órgano de cierre Constitucional a aclarar lo siguiente: 

“6.1 La Corte ha admitido en el pasado la posibilidad de interponer acciones de tutela contra las actuaciones judiciales arbitrarias, incluso de los jueces de tutela, pero no respecto de sentencias de tutela. En efecto, en sentencia T-162 de 1997,
 la Corte concedió una tutela contra la actuación de un juez de tutela consistente en negarse a conceder la impugnación del fallo de tutela de primera instancia con el argumento de que el poder presentado para impugnar no era auténtico, pese a que el Decreto 2591 de 1991 establece al respecto una presunción de autenticidad que no fue desvirtuada en el proceso. Por otra parte, en sentencia T-1009 de 1999,
 se concedió una acción de tutela contra la actuación de un juez de tutela consistente en no vincular al correspondiente proceso a un tercero potencialmente afectado por la decisión. En ese caso, la Corte declaró la nulidad de todo lo actuado a partir del auto admisorio de la acción de tutela.

6.2 En el presente caso, sin embargo el problema jurídico es distinto: la Corte debe decidir si contra una sentencia de tutela procede una nueva acción de tutela basada exclusivamente en el argumento de que al concederla se incurrió en una vía de hecho porque la tutela era desde el principio improcedente. Se observa cómo el cuestionamiento al fallo de tutela versa sobre el juicio de procedencia de la acción como elemento constitutivo e inescindible del fallo, sin que se cuestionen actuaciones del juez de tutela diferentes a la sentencia misma. En consideración a lo expresado anteriormente, la única alternativa para manifestar inconformidad con la sentencia de tutela de segunda instancia propiamente dicha que se encuentra en firme, es la intervención de la parte interesada en el proceso de selección para revisión ante la Corte Constitucional por las razones anteriormente expuestas.

En efecto, de la Constitución se concluye que no procede la acción de tutela contra fallos de tutela.”

La imposibilidad de instaurar acciones de tutela contra fallos de la misma naturaleza, deriva del artículo 86 superior y del Decreto 2591 de 1991. Además, adviértase que en los artículos 4°, 230 y 241 de la Carta se resalta “que la Constitución es la  norma de normas, que los jueces solamente están sometidos al imperio de la ley y que a la Corte Constitucional se le encomienda la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución y que en virtud de esta facultad, solamente podrá revisar, en la forma que lo determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con las acciones de tutela tendientes a la protección de los derechos constitucionales”.


SOLUCIÓN 

Cuestiona la accionante que el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, incurrió en una vía de hecho en la sentencia de tutela proferida el pasado 3 de junio, al determinar que dicha acción no es el mecanismo idóneo para resolver el conflicto al cual se hace referencia en la demanda, igualmente por considerar ese despacho que no estaba legitimada para interponer el amparo por el hecho de no habitar en el barrio los Almendros, y finalmente por haber concluido que la accionada no había vulnerado su derecho al mínimo vital, sin que hubiesen practicado pruebas que desvirtuaran lo manifestado por ella.

Sin embargo, se observa que la actora invocó las mismas pretensiones aducidas en la primera tutela, esto es, que se ordenara a la Junta de Acción Comunal del barrio de los Almendros abstenerse de impedir el acceso de los clientes y visitantes de su ascendiente y de establecer cuotas de administración sin haber elaborado un reglamento de propiedad horizontal aprobado por los propietarios, siendo diferentes únicamente las garantías fundamentales invocadas, puesto que en la demanda inicial hizo alusión al mínimo vital, el trabajo, la propiedad, la convivencia pacífica y la dignidad humana y en la presente sólo a la vida, aunque también menciona el mínimo vital.

De conformidad con lo anterior, observa esta Corporación que la invocación por parte de la accionante del derecho a la vida, ajeno a la primera acción no la habilita para interponer una segunda demanda frente a los mismos hechos, cuando el análisis comparativo de las pretensiones en una y otra evidencia la misma petición, sobre la cual ya se había decidido de fondo en primera y segunda instancias, razón suficiente para que el amparo se torne improcedente, tal como lo establece la jurisprudencia constitucional citada en precedencia, a la cual debe acogerse la Colegiatura.

Ahora, si bien la duplicidad del ejercicio de la acción de tutela fundamentada en los mismos hechos y pretensiones, como ocurre en el presente asunto, podría considerarse como temeraria -involucrando consigo una actitud dolosa-, dicha conducta no es predicable de la aquí demandante, puesto que al parecer no conoce la prohibición contenida en el artículo 37  inciso 2º del Decreto 2591 de 1991.

De igual forma, contrario a lo afirmado por la señora Restrepo Villa, advierte la Sala que la sentencia constitucional cuestionada, si bien hizo énfasis en la doctrina de la improcedencia de la tutela para resolver acerca de la legalidad de la actuación desplegada por la Junta de Acción Comunal del barrio los Almendros de Dosquebradas, determinando que es un asunto que por su naturaleza debe ser dirimido por la jurisdicción ordinaria y en la falta de legitimidad de la accionante para interponer el mecanismo constitucional, realizó un estudio de fondo luego del cual concluyó que no se estaba presentando vulneración de derechos fundamentales de la demandante, proceder que fue más garantista para los intereses de ésta.

Conviene a la Magistratura hacer énfasis, a manera de recapitulación, en que el trámite ha sido adelantado por los funcionarios competentes para ello, las actuaciones se han efectuado en su correspondiente oportunidad, incluido el fallo de primera instancia proferido por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas,  no  se  observa  que  se  hubiese quebrantado el derecho al debido 

proceso o algún otro de carácter fundamental, razón adicional para que el amparo deprecado se torne improcedente, aunado a la circunstancia de que a última hora se ha allegado al expediente documentación relacionada con la cancelación de la cuota correspondiente a administración y vigilancia por el mes de junio, de parte de la señora Carmela Villa y un acta en la que se compromete a cubrir periódicamente 5 cuotas adeudadas, lo cual contribuye a corroborar que el malestar de la nieta obedece a un conflicto de orden legal –no constitucional- el cual ha sido conciliado entre la abuela residente en la urbanización los Almendros y la junta de acción comunal. 

De tal manera que al resultar innecesario efectuar consideraciones adicionales, no se accederá a la petición invocada, dada su abierta improcedencia.

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Dual de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO: Declarar improcedente la protección Constitucional solicitada por la ciudadana Carolina Restrepo Villa en contra del Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas.

SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito, de conformidad con los artículos 30 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992, advirtiendo que contra la misma procede la impugnación.

TERCERO: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, Notifíquese y Cúmplase.

LEONEL ROGELES MORENO            
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado








  


       Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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�	Cfr. T-059/06 M. P. Álvaro Tafur Galvis, T-1204/88, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


�	 “M. P. Carlos Gaviria Díaz.”


�	 “M. P. Alejandro Martínez Caballero.”


�	 Sentencia T-1204/08, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


�	 Sentencia T-041 de 2010 M.P. Nilson Pinilla Pinilla.
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